ACERVO PROBATORIO – Valor probatorio − Copias simples  

El acervo probatorio está integrado por las pruebas aportadas directamente por las partes y por las ordenadas por el A quo. Al respecto, es preciso indicar que en lo que se refiere a las copias simples que obran en el acervo probatorio, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio. Al respecto, la Secciculo 11 de la l modifibre la val,o
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ón unificó su posición en reciente providencia: (…) “Es necesario destacar la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, que cambió el inciso cuarto del artículo 252 del C.P.C., para señalar que los documentos privados elaborados o suscritos por las partes, incorporados al proceso en original o copia se presumen auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación, salvo los que provienen de terceros que revisten la condición de dispositivos.” […] toda vez que de los artículos 243 a 245 del C.G.P., se pueden extraer algunas conclusiones: i) los documentos públicos o privados, emanados de las partes o de terceros, en original o en copia, se presumen auténticos, ii) es posible que las partes los tachen de falsos o los desconozcan, lo que originará que se surta el respectivo trámite de la tacha, iii) los documentos se pueden aportar al proceso en original o en copia, iv) las copias, por regla general, tendrán el mismo valor probatorio que el documento original, salvo disposición especial en contrario, v) cuando se aporta un documento en copia, corresponde a la parte que lo allega indicar -si lo conoce- el lugar donde reposa el original para efectos de realizar el respectivo cotejo, de ser necesario, y vi) las partes pueden solicitar el cotejo de los documentos aportados en copias.  Por consiguiente, el legislador ha efectuado un constructo que busca superar la rigidez y la inflexibilidad de un sistema procesal basado en los formalismos, que distancia a las partes en el proceso, crea costos para los sujetos procesales y, en términos de la teoría económica del derecho, desencadena unas externalidades que inciden de manera negativa en la eficiencia, eficacia y la celeridad de los trámites judiciales. 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA – Consorcios – Uniones temporales 
La Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, adoptó la tesis según la cual, si bien tanto la figura de los Consorcios como las Uniones Temporales no constituyen personas jurídicas distintas a las personas naturales o jurídicas que las conforman, lo cierto es que en atención al reconocimiento que el Estatuto de la Contratación Estatal les otorga respecto de su capacidad contractual, situación que las habilita para ser titulares de derechos y obligaciones que emanan de los contratos estatales cuya celebración se les autoriza, también pueden actuar en los procesos judiciales a través de representante. Sin embargo, de conformidad a la citada providencia, se precisa que la capacidad procesal que se predica respecto de los Consorcios y las Uniones Temporales, no se opone a la posibilidad de que sus integrantes, individualmente, puedan comparecer al proceso judicial en condición de demandantes o demandados.

SISTEMA VIAL – Definición − Calzadas – Anden – Berma – Cruce de peatones − Separador

[…] “Por calzada de servicio paralela, con un ancho mínimo de cinco metros, dotada con carriles de aceleración y desaceleración sobre la vía pública. El área necesaria para estos carriles de aceleración y desaceleración, en ningún caso, podrá ir en detrimento de los espacios previstos para andenes, ciclorutas, calzadas vehiculares, separadores o zonas de protección ambiental”. (Subraya la Sala). En efecto, el Decreto 1344 de 1970 derogado por la Ley 769 de 2002, estableció en el artículo 2, con relación al concepto de andén o acera: “parte de la vía destinada exclusivamente al tránsito de peatones” en concepto similar fue definida posteriormente por la Ley 769 de 2002: “Franja longitudinal de la vía urbana, destinada exclusivamente a la circulación de peatones, ubicada a los costados de ésta”. En este mismo sentido, como parte integral de la vía el Decreto 1344 de 1970, definió como berma: “Parte exterior del camino destinada al soporte lateral de la base y capas superficiales de la calzada, y eventualmente, a estacionamiento de vehículos o a tránsito de emergencia”. En este sentido define la Calzada como: “Zona de la vía destinada a la circulación ordinaria de vehículos”. El Cruce de peatones, lo define: “zona de la vía, delimitada por signos especiales, con destino al paso de peatones”. (Subraya la Sala). Por otro lado, define Separador como: “Faja que independiza dos calzadas de una carretera.”  Con lo anterior, se puede apreciar que el sentido de una vía no se circunscribe a lo que pretende hacer ver el demandante, esto es, a una mera calzada, dado que de la norma transcrita, se puede apreciar que una vía se compone por varias zonas que involucran tanto a los vehículos como los peatones o determinadas zonas especiales. 

VÍA – Definición – Ciclovías – Ciclo rutas

En este sentido, la Ley 769 de 2002 define la vía así: “Zona de uso público o privado, abierta al público, destinada al tránsito de vehículos, personas y animales”. Inclusive, la nueva normatividad hace una distinción entre ciclo-vías y ciclo-rutas, en cuanto a la primera, se define como: “Vía o sección de calzada destinada ocasionalmente para el tránsito de bicicletas, triciclos y peatones”, y en cuanto a la segunda, señala: “Vía o sección de la calzada destinada al tránsito de bicicletas en forma exclusiva”. Por lo anterior, las ciclo-rutas, hacen parte de una sección de la calzada, y de manera más genérica, hacen parte en todo caso de una vía urbana, por la cual transitan vehículos por el esfuerzo de su conductor accionando por medio de pedales. 

EXPERIENCIA RELACIONADA – Consorcios – Uniones temporales

La Sala, no comparte la interpretación aislada que le da la parte actora al numeral 2.2.8., pues si bien señaló, que cada uno de los miembros del consorcio debe diligenciar el Anexo 3 separadamente, debe sobreentenderse que esta exigencia es para cuando dentro del consorcio hayan varios miembros que cumplan con este requisito, esto es, que cada uno debe presentarla separadamente, y en caso de que uno de los miembros no cuente con experiencia, no hay lugar a que éste suministre información, ya que en todo caso, el consorcio se entiende como único proponente por lo que se tendrá en cuenta como bien lo establece el Pliego de Condiciones en el numeral 3.6.2., que: “En caso de Consorcios o Uniones Temporales, se tendrá en cuenta la experiencia sumada de sus integrantes”. Diferente situación, es en el caso de la certificación de contratos vigentes o adjudicados con cualquier entidad pública, establecido en el Pliego de Condiciones Numeral 2.2.9 y  en el Anexo 4,  que cada uno de los miembros del Consorcio debe diligenciar dicho anexo, pero en esta oportunidad sí precisa lo siguiente: “En el evento de no poseer contratos vigentes o adjudicados a la fecha de cierre de la presente LICITACIÓN deberá manifestarlo expresamente. La omisión no es subsanable y generará el rechazo de la propuesta”, y sin que se encuentre irregularidad frente a este punto. Por lo anterior, la Sala no encuentra irregularidad frente a este cargo. Para el caso concreto, la experiencia relacionada fue aportada por Germán Gustavo Monroy Useche y Construcciones y proyectos Civiles Ltda. (Integrantes del Consorcio de Ingenieros Arquitectos), por lo que, únicamente de ellos era exigible el diligenciamiento del Anexo Nº 3, cuya sumatoria permitió la calificación de 600 puntos.   
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUB SECCIÓN C
Consejera Ponente: OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Bogotá, D. C, primero (1) de julio de dos mil quince (2015)
Radicación número: 25000-23-26-000-2004-00082-01(34092)
Actor: ÁLVARO MAZORRA GÓMEZ Y CIA. LTDA., Y RÓMULO TOBO USCÁTEGUI
Demandado: INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO – I.D.U.
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por las partes, contra la Sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección-B-, el 07 de febrero de 2007, a través de la cual decidió:

“PRIMERO: Se declara no probada la excepción de falta de integración del litisconsorcio necesario por pasiva, invocada por el apoderado del Instituto de Desarrollo Urbano. 

SEGUNDO: Se declara la nulidad de la Resolución Nº 4055, proferida por el Director de Malla Vial del Instituto de Desarrollo Urbano-IDU-, mediante la cual adjudicó la licitación pública Nº LP-DTMV-017-2001, al consorcio de“ Ingenieros y Arquitectos, de conformidad con las consideraciones precedentes. 

TERCERO: En consecuencia, se condena al IDU a pagar en favor de los demandantes, las siguientes sumas: 

· Para el señor Rómulo Tobo Uscátequi, la suma de ciento cuarenta y cuatro millones doscientos cuarenta y cinco mil trescientos setenta y dos pesos ($ 144.245.372).
· Para la sociedad Álvaro Mazorra y CIA. LTDA., la suma de ciento cuarenta y cuatro millones doscientos cuarenta y cinco mil trescientos setenta y dos pesos ($ 144.245.372). 
(SIC) TERCERO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda.  (…)”
I. ANTECEDENTES

1. La demanda

Mediante escrito presentado el 18 de diciembre de 2003
,  la sociedad Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda., y el señor Rómulo Tobo Uscátegui, a través de apoderado judicial, en ejercicio de la acción contractual, formularon demanda contra el Instituto de Desarrollo Urbano –IDU-, con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

“Primera: Declarar la nulidad absoluta del Contrato de obras número 547 de Diciembre 31 de 2001 suscrito entre el IDU y el CONSORCIO DE INGENIEROS Y ARQUITECTOS, de sus adiciones, prórrogas, modificaciones, actas, etc., y de todas las demás actuaciones que del mismo se desprendieron, directa e indirectamente, hasta la liquidación final del mismo, conformado por MARCO A. DÍAZ, JORGE H. MARTÍN C., ANTONIO VALBUENA R., GERMAN GUSTAVO MONROY USECHE, GERMAN AUGUSTO MONROY SUAREZ y por GERMAN GUSTAVO MONROY.    

Segunda: Como fundamento de la petición anterior, sírvase declarar la nulidad de la Resolución número 4055 proferida el día 28 de diciembre de 2001 por el Director Técnico de Malla Vial, JUAN MANUEL MUÑOZ CASTRO, del Instituto de Desarrollo Urbano de Bogotá D.C., IDU, por medio de la cual se adjudicó la Licitación Pública Nº IDU-LP-DTMV-017-2001, al CONSORCIO DE INGENIEROS Y ARQUITECTOS, cuyo objeto es contratar el mantenimiento de las paralelas de la autopista norte en el Distrito Capital de Bogotá, hasta por la suma de cinco mil seiscientos treinta millones quinientos setenta y cinco mil doscientos sesenta y nueve pesos ($5.630.575.269.00) en un plazo de ejecución de siete (7) meses.   

Tercera: Declarar que la mejor propuesta presentada y elegible para haberle sido adjudicada la precitada licitación y, por ende, permitido la celebración, ejecución, terminación y liquidación del Contrato de Obra Nº 547 de diciembre 31 de 2001, por causa de la Licitación Pública Nº IDU-LP-DTMV-017-2001, fue la del CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA y no otra (s) de las presentadas, en especial, la adjudicada al CONSORCIO DE INGENIEROS Y ARQUITECTOS, cuyo objeto es contratar el mantenimiento de las paralelas de la autopista norte en el Distrito Capital de Bogotá, hasta por la suma de hasta por la suma (sic) de cinco mil seiscientos treinta millones quinientos setenta y cinco mil doscientos sesenta y nueve pesos ($ 5.630.575.269.00 M/CTE), con un plazo de ejecución de (sic) seis (7) meses, contados a partir de la fecha de la orden de iniciación escrita impartida por el Director Técnico de Malla Vial del IDU.

Cuarta: como consecuencia lógica de todas las anteriores declaraciones, sírvase declarar responsable y condenar al INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO DE BOGOTA, D.C., IDU, o a la entidad o dependencia que llegara hacer sus veces, a resarcir íntegramente y pagar a mis representados. Acorde con los derechos y acciones representados en los porcentajes del compromiso entre ellos acordados en el documento de constitución del CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA, por concepto de indemnización, los daños y perjuicios que les fueron causados, los que a título de daño emergente y lucro cesante, se tasan y discriminan en las sumas de dinero siguientes o, subsidiariamente, en las sumas de dinero tasadas por los señores peritos que para el efecto se designen, TODO DE ACUERDO CON LO MANDADO EN EL ARTÍCULO 16 DE la ley 446 de 1998 y demás normas concordantes, a saber: 

4.1. Se solicita el pago de la suma que habrían recibido mis poderdantes por concepto de utilidades si le hubieran adjudicado la predicha licitación y permitido celebrar, ejecutar, terminar, y liquidar el Contrato Nº. 547 de diciembre 31 de 2001 al CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA es decir, el pago de CUATROCIENTOS DIECISEIS MILLONES CIENTO CUARENTA Y CUATRO MIL VEINTIUN PESOS CON 28/100 MONEDA CORRIENTE ($416.144.021.28 M/CTE), por concepto de la utilidad económica dejada de percibir por razón de la ilegal adjudicación y celebración del contrato al CONSORCIO DE INGENIEROS Y ARQUITECTOS. 

En el anexo Nº 2 de la propuesta- Cálculo del Índice Representativo- presentada por mis representados en la licitación se consignó como valor de la Administración, imprevistos y utilidades (A.I.U) el 20.60%. Este valor fue el utilizado en los Análisis de Precios Unitarios que se anexan a la demanda. En promedio la utilidad que se estima en un contrato de obra es de 10.00%

En los pliegos de la licitación se solicitó presupuestar valores de Índices Representativos de construcción, no se solicitó presupuestar el costo total de la construcción, con lo cual el valor total del contrato generado ascendió al valor del presupuesto oficial, es decir la suma de $ 5.630.575.269.00. Así quedó consignado en la Resolución Nº.  4055 de 28 de diciembre de 2001, con la cual se adjudicó la licitación, en su artículo primero que dice: “Adjudicar la Licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001 (…) adjudicación que se hace hasta por la suma de $5.630.575.269.00 (…)”.

Así las cosas, se tiene una utilidad dejada de percibir de $337.834.522.14 M/CTE, que resulta de multiplicar el valor de la adjudicación por la utilidad presentada con la oferta, multiplicada por el porcentaje de participación de los demandantes. Esta suma deberá actualizarse desde la fecha en que se estima debe terminar el contrato de acuerdo al plazo de ejecución del mismo, que inicialmente fue de siete (7) meses. Como la adjudicación se realizó en el mes de diciembre de 2001 y el contrato fue celebrado el 31 de diciembre del mismo año, la actualización de las utilidades dejadas de percibir y el interés de ley se aplicará a partir del mes de agosto de 2002. 

 El valor total de este acápite se actualiza desde el mes de agosto de 2002 y sobre el monto histórico actualizado se liquidarán los intereses a la tasa de 1% mensual que equivale al doble de interés legal civil, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4, numeral 8, inciso 2 de la Ley 80 de 1993 y el Decreto Reglamentario 679 de 28 de marzo de 1994.   

(…) 

4.1.1.- O en todo caso, subsidiariamente, se pagarán los perjuicios que se logren probar y establecer o aquellos que señalen los peritos en el dictamen pericial que adelante se pide. 

4.2. Se solicita el pago de las sumas de dinero y los costos que demandaron la elaboración y presentación de la propuesta, esto es, la suma de treinta y ocho millones quinientos veinte mil sesenta pesos con 35/100 moneda corriente ($38.520.060.35 M/CTE), los cuales se encuentran justificados de la siguiente manera: 

4.2.1.- Valor de los Pliegos de Condiciones: $3.000.000.00

El comprobante de pago de estos pliegos que corresponde a la consignación realizada en el Banco de Occidente, se anexa a la demanda, con la propuesta del CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA. 

4.2.2.- Valor de la Póliza de Seriedad de la oferta: $ 528.317.00

Como en el caso anterior, el comprobante de pago de esta factura, se encuentra con la propuesta del CONSORICIO OBRAS DE INGENIERIA, que se anexa a la demanda. 

4.2.3. Valor de la papelería y fotocopias: $70.000.00

Correspondiente este valor a la papelería y fotocopias necesarias para la presentación del original de la propuesta y dos copias. 

4.2.4.- Valor de los honorarios por la elaboración de la propuesta en la parte técnica. Su valor se calcula de acuerdo a las tarifas de la Sociedad Colombiana de Ingenieros y Arquitectos, así: 

El valor del presupuesto de la propuesta corresponde al 10% del valor de los planos; siendo el valor de los planos igual al 8% del valor del costo de las obras, en este caso del presupuesto oficial del IDU, que fue de $5.630.575.269.00. Así resulta: 

Valor honorarios elaboración propuesta = $5.630.575.269.00* 8.00%*10%*60.00% = $27.026.761.29. 

El valor total de este acápite se actualiza desde la fecha de presentación de la propuesta y sobre el monto histórico actualizado se liquidan los intereses a la tasa del 1% mensual que equivale al doble de interés legal civil, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4, numeral 8, inciso 2 de la Ley 80 de 1993 y el Decreto Reglamentario 679 del 28 de marzo de 1994.

(…) 

Quinta: Que todas las sumas de dinero a que finalmente se condene y ordene que el INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO DE BOGOTA, D.C., o entidad o dependencia que haga sus veces, y a favor de mis representados, por los conceptos y valores que se desprenden de las prestaciones, sean actualizadas monetariamente desde la fecha de terminación del proceso y hasta el día en que se verifique el pago efectivo y real de las mismas, en todo caso, conforme a las pautas y parámetros fijados por la reiterada y constante jurisprudencia emanada del Honorable Consejo de Estado y atendiendo el mandato expreso del artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y demás normas concordantes.    

Sexta: Que sobre todas las sumas de dinero a que finalmente se condene y ordene que el INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO DE BOGOTA, D.C., o entidad o dependencia que haga sus veces, y a favor de mis representados, por los conceptos y valores que se desprenden de las pretensiones, se liquiden y paguen los intereses moratorios causados conforme a lo dispuesto en la Ley 80 de 1993 art. 48 y demás normas concordantes y reglamentarias (art. 1, D. 679/94), desde la fecha de adjudicación de la presentada licitación y hasta la fecha de terminación del proceso, en todo caso, conforme a las pautas y parámetros fijados por la reiterada y constante jurisprudencia emanada del Honorable Consejo de Estado y atendiendo el mandato expreso del artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y demás normas concordantes. 

Séptima: Que se condene al INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO DE BOGOTA, D.C., o entidad o dependencia que haga sus veces, al pago de las costas, agencias en derecho y demás gastos del proceso, en especial si la entidad demandada queda incursa en la conducta procesal prevista en el Parágrafo 3º del art. 75 de la Ley 80 de 1993 y artículo 55 de la Ley 446 de 1998. 

2. Hechos 

El Instituto de Desarrollo Urbano de Bogotá D.C., mediante la Resolución Nº 2347 de 20 de septiembre de 2001, ordenó la apertura de la Licitación Pública Nº IDU-LP-DTMV-017-2001, cuyo objeto era contratar el mantenimiento de las paralelas de la autopista norte de esta ciudad, hasta por la suma de $5.630.575.269.00 M/CTE, con un plazo de ejecución de 7 meses. 

Vencido el término de presentación de las propuestas el 29 de octubre de 2001, se presentaron 29 propuestas hábiles más, incluyendo la presentada por los aquí demandantes (Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda., y el señor Rómulo Tobo Uscátegui), quienes integran el Consorcio Obras de Ingeniería, cumpliendo con las condiciones y requisitos establecidos en el pliego de condiciones.

Evaluadas las propuestas por la entidad contratante, se expuso: 

	PUESTO
	Evaluación inicial
	PUNTAJE
	EVALUACION

FINAL
	PUNTAJE
	Valor índice repres. 

Pavimentación 

Estructuras en

Concreto.
	% media

Geométrica índice representativo.

	1
	Consorcio Ingenieros y Arquitectos.
	1.000.00
	Consorcio Ingenieros y Arquitectos.
	1.000.00
	206.301.00
	95.78%

	2
	Cons. Obras de Ingeniería.
	1.000.00
	Cons. Obras de Ingeniería.
	1.000.00
	208.488.00
	96.80%


2.1 Fundamentos de Derecho.

Con base en el anterior criterio mencionado, mediante Resolución Nº 4055 de 28 de diciembre de 2001, la entidad contratante adjudicó al Consorcio Ingenieros Arquitectos la Licitación Pública Nº. IDU-LP-DTMV-017-2001. 

Los demandantes (Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda., y el señor Rómulo Tobo Uscátegui), que su propuesta era la mejor propuesta, porque de efectuarse correctamente los cálculos era la que obtenía el mayor puntaje en la evaluación final. En éste sentido, la propuesta del consorcio de Ingenieros Arquitectos no debió haber sido tenida en cuenta en la evaluación por los siguientes aspectos: 

La experiencia específica por el Contrato Nº. 188-99 de Construcción de la Avenida Boyacá, por cuanto dentro de las actividades ejecutadas en dicho contrato, aparecen ciclo-rutas, zonas verdes, entre otras, las cuales no corresponden a la experiencia específica exigida y que los valores anuales facturados no coinciden con los realmente ejecutados.  

Por otro lado, señaló que la oferta de este proponente debió haber sido rechazada por cuanto ninguno de los estados financieros de estos cuatro integrantes, fue suscrito por contador. 

Finalmente señaló, que los miembros de los consorcios debían dar información sobre los contratos vigentes o adjudicados, y que algunos de los integrantes no presentó el anexo, por lo que debió ser rechazada la propuesta. 

3. Actuación procesal.

3.1. Por auto de 19 de febrero de 2004
, se admitió la demanda y se dispuso notificar al demandado y al Agente del Ministerio Público. 

3.2. El Instituto de Desarrollo Urbano-IDU-, el 29 de junio de 2004, presentó escrito de contestación, oponiéndose a las pretensiones de la demanda por carecer de fundamento legal y constitucional, al considerar que la adjudicación de la Licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001 al proponente Consorcio de Ingenieros Arquitectos, se ajustó estrictamente a los postulados de la Ley 80 de 1993.
 

Excepcionó la falta de legitimación en la causa por pasiva, solicitando vincular a la sociedad beneficiada con la adjudicación de la licitación, ya que esto afectaría no sólo a la hoy demandada sino a la sociedad contratista. 

En cuanto a la experiencia específica del proponente, se tiene que en el Contrato Nº 188/99, se pudo verificar que su objeto principal es la Construcción de una vía, que de acuerdo con sus características, estaría destinada al tráfico intenso de vehículos. “En este orden de ideas, se precisa que el ancho de la vía es la medida de la zona de uso público destinada a: andenes, calzadas, ciclo-rutas, separadores, sardineles, zonas verdes y demás elementos que la conforman, las cuales en su conjunto representan la sección transversal de la vía, es decir, que la vía la conforman tanto la zona peatonal como la parte vehicular (…). De lo anterior, es claro que los contratos válidos para acreditar la experiencia específica del proponente en construcción, es la adquirida en proyectos viales, los cuales comprenden los componentes urbanos antes mencionados (andenes, calzadas, separadores, ciclorutas, sardineles, zonas verdes, y demás elementos que la conforman)”. 

Si bien, la experiencia específica del proponente en contratos similares, debía ser acreditada por cada uno de los miembros del Consorcio o Unión Temporal, señala que en el caso que nos ocupa, la experiencia relacionada para acreditar el cumplimiento del requisito exigido en el Pliego de Condiciones, fue aportada por Germán Gustavo Monroy Useche y Construcciones y Proyectos Civiles Ltda., integrantes del Consorcio de Ingenieros Arquitectos, razón por la cual, únicamente respecto de ellos era exigible el diligenciamiento del anexo Nº 3, como quiera que eran ellos quienes estaban acreditando la experiencia. 

Señaló, además, que el integrante del Consorcio Ingeonorte, Miguel Ángel Martínez Amortegui, sí presentó información sobre contratos vigentes o adjudicados en construcción, cumpliendo la exigencia de la convocatoria. 

En cuanto a la información financiera de los integrantes del Consorcio de Ingenieros Arquitectos, contrario a lo manifestado por el Demandante, “el IDU mediante pliego de Condiciones solicitó únicamente el diligenciamiento del anexo Nº 6 Con la información tomada de los estados financieros a diciembre 31 de 2000, de cada uno de los integrantes del consorcio, los cuales, como se puede observar a folios 137, 140, 143, 146, 151, y 154 de la propuesta fueron debidamente diligenciados por el proponente, toda vez que efectuada la confrontación de la información contenida en las declaraciones de renta, con la información contenida en el Anexo Nº 6 y las conciliaciones fiscales, los cuales se encuentran debidamente suscritos por quien tiene la obligación legal de hacerlo, esto es, por el contador, Representante Legal y Revisor Fiscal si lo hubiere, de tal manera que el IDU tenía la certeza de la veracidad de la información presentada en dicho Anexo Nº 6, el cual, además indicaba el cumplimiento de los requisitos exigidos en el numeral 2.2.10 del Pliego de Condiciones.”  

“(…) Sin embargo es pertinente señalar que en ninguno de los apartes del Pliego de Condiciones el IDU solicitó Estados Financieros y menos aún Estados Financieros Dictaminados como lo pretende hacer ver el demandante, razón por la cual con la información financiera aportada por el proponente en el Anexo Nº 6 se dio cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 2.2.10 del Pliego de Condiciones.” 

 (...) Respecto a la afirmación del Demandante en relación con la información financiera de los integrantes del Consorcio Ingenorte, Luis Fernando Mesa Ballesteros, Gustavo Hernán Velandia Poveda y Miguel Ángel Martínez Amortegui, no son ciertas porque: i) Como se indicó anteriormente el Pliego de Condiciones solicitó únicamente el diligenciamiento del anexo Nº 6 con la información tomada de los Estados financieros a Diciembre 31 de 2000, de cada uno de los integrantes del consorcio (…)” (Subraya la Sala). 
Así mismo, alegó la legalidad de los actos administrativos, porque estos se profirieron observando los requisitos de la contratación administrativa y enfatizó, que por lo anterior, no hay causal que predique la nulidad del contrato ni la resolución de adjudicación. 

3.3. Mediante auto de 9 de septiembre de 2004
, se abrió la etapa de pruebas en el proceso, y por providencia del 15 de marzo de 2006
, se corrió traslado a las partes para alegatos de conclusión. Los apoderados de las partes presentaron los respectivos alegatos, reiterando los planteamientos iniciales. 

El Ministerio Público guardó silencio. 

4. Sentencia de primera instancia

El Tribunal de instancia, mediante providencia del 7 de febrero de 2007, señaló en cuanto a presupuestos procesales: 1. Encontró probada la legitimación por activa de la sociedad Álvaro Mazorra Gómez y Cia. Ltda., y el señor Rómulo Tobo Uscátegui, pues hicieron parte del consorcio Obras de Ingeniería, el cual presentó propuesta para participar en la Licitación Pública, siendo calificado en segundo lugar de elegibilidad, y que el IDU, al ser la entidad que ordenó la apertura de la licitación pública, está legitimado en la causa por pasiva. 

Concluyó que la acción se interpuso en tiempo, pues aunque se demanda la nulidad de la resolución de adjudicación Nº LP-DTMV-017-2001, lo cierto es que con anterioridad a la presentación de la demanda, el IDU suscribió con el consorcio adjudicatario de la licitación, el contrato Nº 547 de 2001; por lo que el término de caducidad de la acción es de dos años, contados a partir de la fecha de terminación del contrato, esto es, a partir del 14 de octubre de 2002, y como la demanda fue presentada el 18 de diciembre de 2003, la misma no estaba caducada. 

En relación con las pretensiones de nulidad de la Resolución Nro. 4055 de 2001, mediante la cual el Director Técnico del IDU adjudicó al consorcio Ingenieros Asociados la licitación pública, por falsa motivación, ewl Tribunal consideró que está llamada a prosperar por las siguientes razones:   

“(…) 3. Visto el anexo Nº 3 de la propuesta del consorcio adjudicatario, consorcio de Ingenieros y Arquitectos, encuentra la Sala que el valor total facturado por ejecución de obras del contrato 188 de 1999, por parte del consorcio Iberia del cual formó parte el señor German Gustavo Monroy Useche, con un 25% de participación, fue de $ 3.490.865.000, valor que no corresponde a la realidad, por las siguientes razones: 

· En el acta Nº 4 de liquidación final del contrato Nº 188 de 1999, se observa que el valor total de las obras ejecutadas por el consorcio Iberia, sin incluir reconocimientos, fue de $ 13.139.028.167. 

· El valor de las dos ciclo rutas construidas durante la ejecución de dicho contrato fue de $ 333.096.271. 

· Como los pliegos de condiciones de la Licitación Nº. LP-DTMV-017-2001, validaban obras ejecutadas en contratos anteriores, a fin de obtener puntaje en el ítem de “experiencia específica”, solamente para obras relacionadas con la construcción y/o mantenimiento de vías vehiculares, lo correcto era que a fin de obtener el valor de las obras ejecutadas en el contrato 188 de 1999, que servían para calificar la experiencia específica del consorcio de Ingenieros y Arquitectos, acreditada en este caso por uno de sus miembros, el señor Monroy Useche, se restará al valor total de obras ejecutadas ($ 13.139.028.167) el valor de las ciclo rutas ($333.096.271), para obtener el valor de las obras relacionadas con la construcción y mantenimiento de vías vehiculares, obteniendo un valor de $12.805.931.896. 

· Sobre el valor anterior, ($12.805.931.896), se calcula el 25%, que era el porcentaje de participación del señor Monroy Useche en el consorcio Iberia, de donde resulta el valor de $ 3.201.482.974, suma que no corresponde con la consignada en el anexo Nº. 3, que fue de $ 3.490.865.000, por lo que ante tal inconsistencia, lo procedente era que el Comité Evaluador del IDU, diera cumplimiento a lo establecido en los numerales 2.2.8. y 3.6.2 de los pliegos de condiciones, es decir, “… no considerar para la evaluación de este factor el contrato o los contratos que presenten dichos defectos, diferencias, inconsistencias o errores…” y sin embargo, esto no ocurrió, pues el IDU tuvo en cuenta la totalidad de las obras ejecutadas en el contrato Nº. 188 de 1999, esto es, la construcción de vías vehiculares y de ciclo rutas, para efectos de calificar la experiencia  específica del consorcio de Ingenieros y Arquitectos (…)”.  

En resumen, consideró que la propuesta del consorcio de Ingenieros  Arquitectos, no debió ser calificada con 1.000 puntos; sino con 700, y por tanto, la Licitación Nº LP-DTMV-017-2001, debió haber sido adjudicada al Consorcio Obras de Ingeniería, del cual formaban parte los aquí demandantes, consorcio que obtuvo 1000 puntos en la evaluación final de su propuesta. 

El a-quo precisó, que el hecho de que en los pliegos de condiciones de la referida licitación se hubiera exigido experiencia específica en construcción y/o mantenimiento de vías vehiculares, implicó que de acreditarse experiencia diferente a las exigidas en los pliegos, en este caso, construcción de ciclo-rutas, las mismas no podían ser tenidas en cuenta para efectos de asignar puntaje. En efecto el numeral 2.2.8., del pliego de la Licitación Nº. LP-DTMV-017-2001, se estableció como experiencia específica de los proponentes, haber ejecutado contratos cuyo objeto hubiera sido: “…la construcción, mantenimiento, rehabilitación y/o concesión de Carreteras, Vías Urbanas y/o Pistas de Aeropuerto.” 

5. Recurso de apelación 

Las partes, inconformes con la decisión, interpusieron recurso de apelación, el 22 de marzo de 2007
. Se concedieron mediante auto de 18 de abril del mismo año.
 Mediante auto de 12 de julio de 2007, el Consejo de Estado corrió traslado para la sustentación del recurso.
 Y posteriormente se admitió el recurso interpuesto por las partes el 30 de agosto de 2007.
 

6. Actuación en segunda instancia 

6.1 La parte actora, solicitó la complementación de la condena proferida por el a-quo, ya que omitió pronunciarse sobre el interés de ley a que legítimamente se tiene derecho. “(…) En efecto, en el folio 15 de la sentencia se determina que el valor de la utilidad dejada de percibir se actualiza desde la fecha de terminación del contrato hasta la fecha de la sentencia, pero por parte alguna no se hace mención al interés de ley (…)”. 

La demandada, por su parte, solicitó que se revoque la Sentencia de 7 de febrero de 2007 por las siguientes razones:
 

Respecto a la experiencia específica del Consorcio de Ingenieros Arquitectos esta se tiene sustentada en lo que tiene que ver con el contrato Nº. 188 de 1999 cuyo objeto de construcción fue la avenida Iberia- sector Avenida Boyacá-. El objeto principal de este contrato fue la construcción de una vía que de acuerdo con sus características, está destinada al tráfico intenso de vehículos: “(…) En segundo lugar, cabe precisar que el ancho de la vía es la medida de la zona de uso público destinada a andenes, calzadas, ciclo-rutas, separadores, sardineles, zonas verdes y demás elementos que la confirman, las cuales en su conjunto representan las sección transversal de las vías, es decir, que la vía está conformada tanto por la zona vehicular como por la zona peatonal”.    

“(…) Se puede concluir que dentro del concepto de “vía urbana” se incluyen las ciclo-rutas, razón por la cual la acreditación de la experiencia específica relacionadas con la construcción de tales vías (ciclo-rutas), era aplicable  al trámite mediante la cual se adjudicó la licitación pública Nº. LP-DTMV-017-2001, al Consorcio de Ingenieros y Arquitectos.” 

6.2. A través de proveído del 1º de octubre de 2007, se corrió traslado a las partes para alegatos de conclusión.
 

6.2.1. La parte demandada presentó escrito de alegatos de conclusión el 24 de octubre de 2007, insistiendo en que el objeto del contrato que sirvió como soporte para acreditar la experiencia del Consorcio Obras de Ingeniería, consistía en la ejecución de una serie de actividades propias a vías urbanas y que forman parte integral  de una vía, como es el caso de los andenes, separadores, ciclo-rutas.

Por su parte, la actora insistió en que se debe confirmar el fallo de primera instancia, dado que las ciclo-rutas no corresponden a la experiencia específica exigida; así señaló:

“(…) tal como lo expresó el señor perito en su dictamen soportado en concepto técnico del Departamento Técnico de la Facultad de Ingeniería Civil de la universidad de los Andes, la construcción de ciclo rutas y la construcción de vías urbanas son dos actividades de obra muy distintas; la primera requiere diseño y especificaciones para soportar ciclistas, con lo cual la estructura del pavimento, como es apenas natural requiere de diseños y materiales de características distintas a los de las vías urbanas, por lo que quien construye una ciclo ruta no adquiere la experiencia técnica ni específica para construir, mantener o rehabilitar una vía urbana. (…) Tal como lo expresó el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la sentencia proferida el 7 de febrero de 2007, tanto en los pliegos de condiciones de la Licitación Pública Nº. LP-DTMV-017-2001, como la cláusula primera del contrato de obra Nº 547 de 2001 se estableció que el objeto de la contratación era realizar el mantenimiento de las vías vehiculares paralelas de la autopista norte de esta ciudad y en el numeral 1.19.1 del pliego, se definieron las obras a ejecutar eran todas relacionadas con la construcción de vías urbanas de tráfico automotor y no de ciclorutas.” 
  

Finalmente insiste en el reconocimiento de los intereses legales. 

Finalmente, el Agente del Ministerio Público conceptuó que la parte actora,  infiere que lo procedente era que el IDU no debió tener en cuenta las obras relacionadas con las ciclo-rutas del contrato 188 de 1999, y por ende, la experiencia del consorcio adjudicatario debía tener un puntaje de 300 y no de 600, y por lo mismo, dicha propuesta hubiera obtenido un puntaje total de 700, y la parte actora de 1000. 

La obras ejecutadas incluían la construcción de vías urbanas, y otras inherentes a la misma vía, como andenes, separadores, sardineles, ciclorutas, redes de acueducto y alcantarillado, instalaciones eléctricas, teléfonos y semaforización. Las que analizadas en su conjunto, conforman la sección transversal de la vía, sin que pueda decirse que estas últimas no hacían parte integral del objeto contratado, pues la ejecución del contrato debía evaluarse como un todo y no de manera parcial como lo pretende hacer valer la parte actora. 

Explicó que, resulta de suma importancia determinar el alcance de la definición de vías urbanas, pues frente al caso concreto, los cuestionamientos giran en torno a que se descarte las ciclorutas como parte del sistema vial. Para la delegada el concepto de “vía urbana” se incluye las ciclo-rutas, y por ende, la acreditación de la experiencia específica relacionada en el Contrato 188-99, era válida y por lo mismo evaluable. 

Finalmente consideró, que la experiencia no le es exigible a todos los integrantes del consorcio, aún más, si se remite al pliego de condiciones al numeral 3.6.2 se advierte: “en caso de consorcios o uniones temporales se tendrá en cuenta la experiencia sumada de sus integrantes”.  Tampoco en el pliego de condiciones en ninguna parte exigían la presentación física de los estados financieros y menos aún que estos estuvieran diligenciados por contador independiente. 

El proceso entró a esta Corporación para fallo el 15 de Noviembre de 2007.
 

II. CONSIDERACIONES

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por las partes, para lo cual se hace necesario estudiar, los siguientes aspectos: i) competencia; ii) acervo probatorio; iii) análisis del caso concreto,; y iv) condena en costas.
1. Competencia.

El Consejo de Estado es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por las partes en contra de la sentencia de primera instancia, toda vez que el valor de las pretensiones por concepto de perjuicios, se estimó en la suma de $ 337.834.522.14 M/CTE por concepto de utilidades dejadas de percibir, y la cuantía que se requería para la época de presentación de la demanda en acción de controversias  contractuales – 8 de junio de 2003
 – para que el asunto fuera susceptible del recurso de apelación, era de $36.950.000

2. Acervo probatorio.

El acervo probatorio está integrado por las pruebas aportadas directamente por las partes y por las ordenadas por el A quo. Al respecto, es preciso indicar que en lo que se refiere a las copias simples que obran en el acervo probatorio, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio.

Al respecto, la Secciculo 11 de la l modifibre la val,o
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ón unificó su posición en reciente providencia:

(…)

“Es necesario destacar la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, que cambió el inciso cuarto del artículo 252 del C.P.C., para señalar que los documentos privados elaborados o suscritos por las partes, incorporados al proceso en original o copia se presumen auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación, salvo los que provienen de terceros que revisten la condición de dispositivos.”

(…)

"Ahora bien, una vez efectuado el recorrido normativo sobre la validez de las copias en el proceso, la Sala insiste en que -a la fecha- las disposiciones que regulan la materia son las contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., con la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, razón por la cual deviene inexorable que se analice el contenido y alcance de esos preceptos a la luz del artículo 83 de la Constitución Política y los principios contenidos en la ley 270 de 1996 -estatutaria de la administración de justicia.

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la prueba documental que ha obrado a lo Iargo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas.

El anterior paradigma, como se señaló, fue recogido por las leyes 1395 de 2010, 1437 de 2011, y 1564 de 2012, lo que significa que el espíritu del legislador sin anfibología, es modificar el modelo que ha imperado desde la expedición de los Decretos leyes 1400 y 2019 de 1970. En otros términos, a la luz de la Constitución Política negar las pretensiones en un proceso en el cual los documentos en copia simple aportados por las partes han obrado a lo largo de la actuación, implicaría afectar -de modo significativo e injustificado- el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, así como el acceso efectivo a la administración de justicia (arts. 228 y 229 C.P.)…”

(…)

“Las reglas relativas a la valoración de las copias, que podrán entrar en vigencia el 1º de enero de 2014, según lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 627 del C.G.P., son las siguientes: (…). Cuando entre en vigencia el acápite correspondiente a la prueba documental, contenida en el C.G.P., se avanzará de manera significativa en la presunción de autenticidad de los documentos, lo que es reflejo del principio de buena fe constitucional; lo anterior, toda vez que de los artículos 243 a 245 del C.G.P., se pueden extraer algunas conclusiones: i) los documentos públicos o privados, emanados de las partes o de terceros, en original o en copia, se presumen auténticos, ii) es posible que las partes los tachen de falsos o los desconozcan, lo que originará que se surta el respectivo trámite de la tacha, iii) los documentos se pueden aportar al proceso en original o en copia, iv) las copias, por regla general, tendrán el mismo valor probatorio que el documento original, salvo disposición especial en contrario, v) cuando se aporta un documento en copia, corresponde a la parte que lo allega indicar -si lo conoce- el lugar donde reposa el original para efectos de realizar el respectivo cotejo, de ser necesario, y vi) las partes pueden solicitar el cotejo de los documentos aportados en copias.  Por consiguiente, el legislador ha efectuado un constructo que busca superar la rigidez y la inflexibilidad de un sistema procesal basado en los formalismos, que distancia a las partes en el proceso, crea costos para los sujetos procesales y, en términos de la teoría económica del derecho, desencadena unas externalidades que inciden de manera negativa en la eficiencia, eficacia y la celeridad de los trámites judiciales.”

La Sala destaca las pruebas relevantes para el fallo:

1. Copia simple de la constitución del CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA para la Licitación Pública Nº IDU- LP-DTMV-017-01 del IDU., cuyo objeto es el MANTENIMIENTO DE LAS PARALELAS AUTOPISTA NORTE. De la cual se lee: “entre los suscritos ROMULO TOBO USCATEGUI con C.C. Nº 19.423.807 de Bogotá, actuando en nombre propio, SERGIO TORRES REATIGA con C.C. 3.707.869 de Barranquilla y ALVARO MAZORRA GÓMEZ con C.C. Nº. 19.423.807., de Bogotá actuando en representación de ALVARO MAZORRA GÓMEZ Y CIA LTDA, con NIT 860-515-715-9, hacemos constar que por el presente documento hemos constituido el CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA. (…) El presente CONSORCIO se regirá por las siguientes cláusulas. (...) 3. la persona que representa al consorcio es el Ingeniero Álvaro MAZORRA GÓMEZ (…)”.  (Fls 2- 3. C.2).

2. Certificado de Existencia y Representación de la sociedad: ÁLVARO MAZORRA GÓMEZ Y CIA LTDA. NIT: 860515715-9. Bogotá D.C. (Fls 4-5. C.2).

3. Copia auténtica de la Resolución Nº 2347 de 20 de septiembre de 2001, por medio de la cual se ordena la apertura de una Licitación Pública. Dentro de la cual se resalta: “CONSIDERANDO Que se requiere contratar el MANTENIMIENTO DE LAS PARALELAS DE LA AUTOPISTA NORTE, según lo expuesto en los memorandos STM-4200-1893 y 1891 de 19 de septiembre de 2001 de la Dirección Técnica de Malla Vial. Que de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 80 de 1993 y dado que el valor total estimado de la contratación es de CINCO MIL SEISCIENTOS TREINTA MILLONES QUINIENTOS SETENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS ($5.630.575.269,00) la selección del contratista se debe hacer mediante Licitación Pública (…)”. (Fls 6-7. C.2).

4. Copia auténtica del Pliego de Condiciones de la Licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001, cuyo objeto es el mantenimiento de las paralelas autopista norte: “(…) 2.2.8. INFORMACIÓN SOBRE LA EXPERIENCIA ESPECÍFICA DEL PROPONENTE EN CONSTRUCCIÓN. Deberá diligenciarse el Anexo 3 en el cual se consignará la información sobre Experiencia Específica de Proponente en Construcción durante los últimos diez (10) años fiscales o durante los últimos diez (10) años anteriores a la fecha de cierre de esta licitación, a elección del proponente, incluyendo los contratos terminados o en ejecución en dicho período, suministrando toda la información allí solicitada. Los valores deben expresarse de acuerdo con el año de facturación según lo solicitado en el mencionado Anexo. Se considerarán como “experiencia Específica”, aquellos contratos cuyo objeto sea o haya consistido en la Construcción, Mantenimiento, Rehabilitación y/o Concesión de Carreteras, Vías Urbanas y/o Pistas de Aeropuerto. Para el caso de contratos ejecutados por el proponente como parte de un Consorcio o de una Unión Temporal, el integrante informará únicamente el valor correspondiente al porcentaje de su participación. Cada uno de los miembros del Consorcio o Unión temporal deberá diligenciar este Anexo separadamente. Su omisión no es subsanable y general el rechazo de la propuesta. Los defectos, deficiencias, inconsistencias o errores tampoco serán subsanables, pero solo afectarán la calificación en este factor, en el sentido de no considerar para la evaluación de este factor el contrato o los contratos que presenten dichos defectos, deficiencias, inconsistencias o errores, según lo establecido en este Pliego de Condiciones. 2.2.9 INFORMACIÓN SOBRE CONTRATOS VIGENTES O ADJUDICADOS SIN INICIAR CON EL INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO U OTRAS ENTIDADES PUBLICAS O PRIVADAS. Información sobre contratos de Construcción vigentes o adjudicados sin iniciar a la fecha de cierre, con el IDU u otras entidades públicas o privadas, indicando los valores de los saldos por facturar de los contratos en construcción en ejecución y/o adjudicados por iniciar, según Anexo 4. Cada uno de los miembros del Consorcio o Unión Temporal deberá diligenciar estos anexos separadamente. En el evento de no poseer contratos vigentes o adjudicados a la fecha de cierre de la presente LICITACIÓN deberá manifestarlo expresamente. La omisión no es subsanable y generará el rechazo de la propuesta. Los defectos, deficiencias o errores serán subsanables a solicitud de la Entidad. 2.2.10. ESTADOS FINANCIEROS BASICOS. “(…) Cada uno de los integrantes del Consorcio o Unión Temporal, bien sean personas naturales o jurídicas, deberá adjuntar el Anexo 6, el cuál debe contener la siguiente información  tomada de los Estados Financieros a diciembre 31 de 2000 (…) Toda la información debe venir firmada por el Representante Legal, el Contador y el Revisor Fiscal si lo requiere, de acuerdo con lo establecido en el Primer Párrafo del artículo 33 del Decreto 2649 de 1993, y se deberá adjuntar fotocopia legible de la Tarjeta Profesional acompañada del Certificado de Vigencia de Inscripción, de quienes firmen el Anexo 6, expedida por la Junta Central de Contadores. (…) La omisión, de la Declaración de Renta o del Anexo 6 no será subsanable y generará el rechazo de la propuesta. Los defectos, deficiencias o errores en la Información Financiera y en las Firmas contenidas en el Anexo 6, así como el resto de la información financiera será subsanable a solicitud del IDU, dentro del término señalado en este Pliego, so pena de rechazo (…) 3.6 FACTORES Y CRITERIOS DE EVALUACION Y ADJUDICACION. El contrato se adjudicará a la propuesta mejor calificada y que se estime más conveniente para la entidad. Las propuestas serán evaluadas teniendo en cuenta los siguientes factores de evaluación, sobre una asignación máxima total de 1000 puntos. 
	Factores de evaluación 
	Puntaje

	Valor índices representativos
	350 puntos

	Valor del A.I.U
	50 puntos

	Experiencia específica de la firma en contratos similares
	600 puntos

	TOTAL
	1000 puntos


2.2.10. ESTADOS FINANCIEROS BASICOS. “(…) Cada uno de los integrantes del Consorcio o Unión Temporal, bien sea persona natural o jurídica, deberá adjuntar el Anexo 6, el cual debe contener la siguiente información tomada de los Estados Financieros a Diciembre 31 de 2000. (…)  Toda la información debe venir firmada por el Representante Legal, el Contador y el Revisor Fiscal si lo requiere, de acuerdo con lo establecido en el Primer Párrafo del artículo 33 del Decreto 2649 de 1993, y se deberá adjuntar fotocopia legible de la Tarjeta Profesional acompañada del Certificado de Vigencia de Inscripción, de quienes firmen el Anexo 6, expedida por la Junta Central de Contadores. Se deberá adjuntar fotocopia legible de la Declaración de Renta del año 2000, con su respectiva Conciliación Fiscal de Renta y Patrimonio, en caso de ser necesaria. (…) la omisión, de la declaración de Renta del anexo 6 no será subsanable y generará el rechazo de la propuesta. (…) 3.6.2. EXPERIENCIA ESPECÍFICA DEL PROPONENTE EN CONTRATOS SIMILARES= 600 PUNTOS. (…) Por contratos cuyo objeto haya sido Construcción, Mantenimiento y/o Rehabilitación de Carreteras, Vías Urbanas y/o Pistas de Aeropuerto, según ANEXO Nº. 3, se asignará un máximo de 600 puntos así: 0 PUNTOS: Cuando el valor en SMMLV de los trabajos realizados sea inferior al 100% del Presupuesto Oficial TOTAL. 300 PUNTOS: Cuando el valor en SMMLV de los trabajos realizados esté entre 100% y el 200% del Presupuesto Oficial TOTAL. 600 PUNTOS: Cuando el valor en SMMLV de los trabajos realizados sea superior al 200% del Presupuesto Oficial TOTAL. Para los proponentes que no tengan ningún tipo de experiencia o ésta presente inconsistencias: 0 puntos. Para efectos del cálculo de esté factor el proponente calculará el valor anual facturado de cada uno de los contratos en SMMLV de acuerdo con el año de facturación. El IDU verificará aritméticamente el cálculo de este valor y corregirá los errores aritméticos que presente dicho cálculo. El valor corregido será el que se utilizará para la calificación de este factor. En caso de Consorcios o Uniones Temporales, se tendrá en cuenta la experiencia sumada de sus integrantes. Su omisión no es subsanable y genera el rechazo de la propuesta. Los defectos, deficiencias o errores, tampoco serán subsanables pero sólo afectaran la calificación de este factor en el sentido de no valer el contrato donde se presenten tales defectos, deficiencias o errores, según lo establecido en este Pliego de Condiciones. En caso que el proponente no llene toda la información solicitada en el ANEXO Nº. 3 el respectivo contrato no será tenido en cuenta (…)”. (Fl 8-136 C.2).

5. Copia auténtica del documento de evaluación inicial, noviembre de 2001, dentro del cual se lee: 

	Proponente
	Valor índice representativo

Y valor A.I.U.

Puntaje máximo: 400.
	Experiencia específica del proponente en construcción.

Puntaje máximo:

600.
	Puntaje técnico

Mínimo 300
	PUNTAJE TOTAL

	Consorcio obras de ingeniería (Rómulo Tobo Uscátegui, Sergio Torres Reatiga, Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda.
	400.00
	600.00
	
	1.000.00

	Consorcio de Ingenieros y Arquitectos Marco A Díaz, Jorge H Martín, Antonio Valbuena, German Gustavo, Monroy Useque, Germán Gustavo Monroy Suarez, Constructores y proyectos Civiles Ltda. 
	400.00
	600.00
	
	1.000.00


(Fls 267- 465 C.2). 

6. Copia auténtica del Oficio suscrito por el representante suplente del Consorcio Obras de Ingeniería dirigido al IDU, el día 7 de diciembre de 2001, dentro del cual se resalta: “(…) Solicitamos no considerar para la evaluación el contrato con número de orden uno (1) relacionado con el Nº. 188-99 de Construcción de la Avenida Boyacá, ejecutado con el IDU, por cuanto dentro de las actividades ejecutadas en dicho contrato, aparecen ciclorutas, zonas verdes y plazoletas entre otros, las cuales no corresponden a la experiencia específica exigida. (…) El anexo Nº 3 de experiencia específica de estos cuatro integrantes del Consorcio de Ingenieros Arquitectos, no fue presentado, ni en el original ni en la copia de la oferta, por lo que de acuerdo con los pliegos de condiciones debe ser rechazada la propuesta. Así se estableció en el numeral 2.2.8 segundo y tercero párrafo. (…) Anexo 6. Información Financiera. (…) Ninguno de los estados financieros de estos cuatro integrantes aparece suscrito por revisor fiscal o contador independiente, cuando de acuerdo a las leyes y disposiciones en materia contable están obligados a que sus estados financieros sean examinados por dicho contador. En tal sentido el artículo 38 de la Ley 222 de 1995. En este mismo sentido señala que la propuesta del Consorcio Ingeonorte sobre el Anexo Nº. 4 sobre la información de contratos vigentes o adjudicados. Del cual se lee: “El integrante del Consorcio Miguel Ángel Martínez Amortegui no presentó este anexo. A folio 65 y 67 figuran dos anexos N0 4, pero de Gustavo Hernán Velandia Poveda. Por este hecho la propuesta debe ser rechazada de acuerdo como lo establecen los pliegos de condiciones, que establece en su numeral 2.2.9. (…) Ninguno de los estados financieros de estos tres integrantes del Consorcio Ingenorte aparece suscrito por revisor fiscal o contador independiente (…)”. (Fl 280-285 C.2). 

7. Copia auténtica de las respuestas a las observaciones formuladas por los proponentes dentro del proceso de licitación adelantado por el IDU, en cuanto a no tener en cuenta la evaluación de la Experiencia Específica, del cual se lee: “(…) se aclara la observación que revisado el original de la propuesta y la certificación que el mismo anexa dentro de su observación, se puedo verificar que este contrato corresponde con lo exigido en el Pliego de Condiciones, por cuanto incluye la construcción de vías dentro del objeto de este. Adicionalmente, es importante mencionar que la Entidad partiendo del principio de la buena fe y observando lo establecido en el Anexo correspondiente a la Experiencia Específica en Contratos similares, en el cual según la columna, el proponente debe relacionar “EL VALOR FACTURADO CORRESPONDINTE A LA EXPERIENCIA EXIGIDA”. Tiene en cuenta la información relacionada dentro su anexo y su propuesta. Por lo anterior, no procede la observación (…) Así mismo, en el numeral 3.6.2 del Pliego de Condiciones se precisa que: “En caso de Consorcios o Uniones Temporales, se tendrá en cuenta la experiencia sumada de sus integrantes, con lo cual, como se verificó en la propuesta, los contratos relacionados por estos dos integrantes del Consorcio, obtienen el máximo puntaje, ya que los contratos relacionados cumplen a cabalidad con lo exigidos en el Pliego de Condiciones.” En cuanto al cuestionamiento de que los estado financieros no están suscritos por un contador: “(…) Revisado el original de la propuesta, lo correspondiente a la información financiera a folios 136 a 162 se pudo constatar que dicha información contenida en el anexo Nº 6 de cada uno de los consorciados viene debidamente firmada por quienes tienen la obligación legal de hacerlo de acuerdo con el numeral 2.2.10 párrafo 8 del pliego de condiciones. Además se aclara al observante que la Ley 43 de 1990 en su artículo Nº 13 párrafo 2, al igual que el artículo 203 del Código de Comercio hace referencia a obligatoriedad de tener revisor fiscal en las sociedades comerciales de cualquier naturaleza, por lo tanto, a las personas naturales no las cobija esta normatividad.” (Fl 295-310 C.2). 
8. Copia auténtica propuesta final diciembre de 2001: (…)

	Proponente
	Valor índice representativo

Y valor A.I.U.

Puntaje máximo: 400.
	Experiencia especifica del proponente en construcción.

Puntaje máximo:

600.
	Puntaje técnico

Mínimo 300
	PUNTAJE TOTAL

	Consorcio obras de ingeniería (Rómulo Tobo Uscátegui, Sergio Torres Reatiga, Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda.
	400.00
	600.00
	
	1.000.00

	Consorcio de Ingenieros y Arquitectos. Marco A Díaz, Jorge H Martín, Antonio Valbuena, German Gustavo, Monroy Useque, German Gustavo Monroy Suarez, Constructores y proyectos Civiles Ltda. 
	400.00
	600.00
	
	1.000.00


(…) (Fl 311-314 C.2). 

9. Copia auténtica del Acta de Audiencia Pública de Adjudicación en la que se lee: “En Bogotá, D.C. a los veintiocho (28) días de mes de diciembre de 2001, siendo las 8.30 a.m., se reunieron en Audiencia Pública en el auditorio del Instituto de Desarrollo Urbano, con el fin de adjudicar la Licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001 las siguientes personas: “(…) CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA (…) CONSORCIO DE INGENIEROS ARQUITECTOS. (…) Una vez atendidas las observaciones la Administración procede a adjudicar la Licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001, cuyo objeto es contratar el Mantenimiento de las Paralelas Autopista Norte, al Consorcio de Ingenieros Arquitectos, adjudicación que se hace por la suma de Cinco Mil Seiscientos Treinta Millones Quinientos Setenta y Cinco Mil Doscientos sesenta y Nueve Pesos Moneda Corriente ($5.630.575.269.00) en un plazo de ejecución de (7) meses, contado a partir de la fecha indicada en la Orden de Iniciación escrita, impartida por el Director Técnico de Malla Vial.” (Fls 331-335 C.2). 

10. Copia auténtica de la Resolución Nº 4055 de 28 de diciembre de 2001, en la cual se lee: “por la cual se adjudica la Licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001 (…) Que de conformidad con la evaluación realizada, se estableció que los siguientes proponentes obtuvieron los mayores puntajes en su orden: 1. Consorcio de Ingenieros Arquitectos (1.000.00 PUNTOS) 2. CONSORCIO OBRAS DE INGENIERIA (1.000.00). Que el numeral 3.8 de los términos de referencia establece que para el caso de empate entre varias propuestas, se preferirá al proponente que tenga una mayor calificación en el factor experiencia específica en trabajos de Construcción de Vías Urbanas, Carreteras y/o Pistas de Aeropuerto, si subsiste el empate se preferirá al proponente que tenga el Índice Representativo PAVIMENTACIÓN ESTRUCTURAS EN CONCRETO más cercano al 95% de la Media geométrica (G). Que los proponentes ubicados en los dos primeros órdenes de elegibilidad, presentan igual calificación en el factor experiencia específica del proponente en contratos similares, por lo cual hay que acudir al segundo factor de desempate, en virtud del cual, la propuesta del oferente CONSORCIO DE INGENIEROS ARQUITECTOS, ofrece el Valor Total del Índice Representativo más cercano al 95% de la Media Geográfica (…) RESUELVE: ARTÍCULO PRIMERO.- Adjudicar la licitación Pública IDU-LP-DTMV-017-2001, cuyo objeto es contratar el MANTENIMIENTO DE LAS PARALELAS AUTOPISTA NORTE, al CONSORCIO DE INGENIEROS ARQUITECTOS (…)”. (Fls 336-339 C.2). 

11.  Copia simple del Contrato de obra Nº 547 de 31 de diciembre 2001 celebrado entre el Instituto de Desarrollo Urbano- IDU- y el Consorcio de Ingenieros Arquitectos, dentro del cual se lee: “(…) Cláusula primera. Objeto: El contratista se obliga para con el IDU a realizar el mantenimiento de las paralelas autopista norte, de acuerdo con la descripción, especificaciones y demás condiciones establecidas en este pliego de condiciones y su propuesta, documentos que hacen parte del presente contrato (…)”. (Fls 340 – 348 C.2). 

12.  Copia auténtica de la propuesta presentada por el Consorcio Obras de Ingeniería (Fl
 359- 438 C.2).

13. Copia auténtica del certificado de experiencia del proponente: Consorcio Obras de Ingeniería, integrante: Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda. y Sergio Torres Reatiga. (Fls 95-96 C.5). 

14. Copia auténtica de la información financiera de los miembros del Consorcio Obras de Ingeniería suscrita por el correspondiente contador. (Fls 100-117 C.5). 

15. Copia auténtica del certificado de contratos vigentes o adjudicados del consorcio Obras de Ingeniería, integrantes: Rómulo Tobo Uscátegui, Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda., Sergio Torres Reatiga. (Fls 97-99 C.5).

16. Copia simple de la propuesta presentada por el Consorcio de Ingenieros Arquitectos, dentro del cual se resalta: “Información sobre la experiencia específica del proponente en construcción Anexo Nº 3”. En el que se destaca en el certificado expedido por la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., el siguiente contrato: 188/99, contratante IDU, Objeto del contrato: Construcción Av. Boyacá, Sector Av. Suba Av. Iberia y Av. Iberia sector Av. Boyacá Cra 42, forma de ejecución: consorcio 25%, año de iniciación 1999, fecha de terminación 2000. Valor facturado correspondiente a la experiencia exigida en SMLMV: 14.021.81. (Fl 235- 237 C.5).
17. Copia simple de la propuesta presentada por el Consorcio de Ingenieros Arquitectos, dentro del cual se resalta: “Información sobre contratos vigentes o adjudicados sin iniciar con el IDU u otras entidades públicas o privadas, Anexo Nº4”. En el que se destaca contratos vigentes o adjudicados a: German Monroy Useche,  Antonio Valbuena R, Construcciones y Proyectos Civiles Ltda., Marcos A. Díaz. A. por otro lado, German A Monroy S. y Jorge H. Martín C., no reportan contratos vigentes y adjudicados. (Fl 238- 244 C.5). 
18. Constitución del Consorcio de Ingenieros Arquitectos (Fl 224- 227 C.5). 
19. Copia simple de la propuesta presentada por el Consorcio de Ingenieros Arquitectos, dentro del cual se resalta: “Estados Financieros Básicos del Anexo 6 del Consorcio de Ingenieros y Arquitectos”. Con su respectiva firma del contador independiente  y de su revisor fiscal cuando se requiere. Así se encuentran relacionados los de: German Gustavo Monroy Useche, Jorge H. Martín Cortes, Antonio Valbuena Ruiz, Construcciones y Proyectos Civiles Ltda., Marco Antonio Díaz Álvarez, German A. Monroy S.   (Fls 245-263 C.5).  

20. Copia auténtica del acta Nº 23 de recibo final del contrato de obra, dentro del cual se lee: “(…) Una vez realizada la inspección total de la obra, se constató que a la fecha de 27 de febrero de 2003, los trabajos terminados se encuentran ejecutados a entera satisfacción de acuerdo con lo establecido en el contrato. En consecuencia, el contratista hace entrega real y efectiva de la obra ejecutada a la interventoría y ésta la recibe (…) Para constancia de lo anterior, se firma la presente acta bajo la responsabilidad expresa de los que intervienen en ella (…) a los catorce (14) días del mes de marzo de 2003”. (Fls 40-49 C.5).

21. Copia auténtica, acta Nº 4 de liquidación final del contrato Nº. 188 de 1999 en el cual se aprecia que el valor de las obras ejecutadas más los ajustes fue de $ 13, 843, 459,230.00. (Fls 310- 312 C.4).

22. Tabla Nº. 1 del 3 de agosto de 2000, en la cual se aprecia que la construcción de las ciclo rutas de la Avenida Boyacá y Avenida Iberia, tuvieron un costo de $115.808.993 y $ 166.475.982, respectivamente, para un total por concepto de ciclo rutas de $ 333.096.271. (Fl 341 -343 C. 4).

23. Copia autentica del contrato Nº 188 de 1999 dentro del cual se lee: “Clausula Primera: Objeto. EL CONTRATISTA se compromete con el IDU, por el sistema de precios unitarios con fórmula de reajuste a llevar a cabo las obras requeridas para la construcción de la Avenida Iberia Sector: Avenida Boyacá – Carrera 42 y de la Avenida Boyacá Sector: Avenida Suba- Avenida Iberia. (…)”. (Fls 87- 90 C.1).

24.  Copia simple del certificado de construcción emitido por el Director técnico de construcción del Instituto de Desarrollo Urbano dentro del cual se lee: “el CONSORCIO IBERIA (…) cuyo Representante Legal, Ingeniero Civil, German Gustavo Monroy Useque. (…) ejecutó para esta entidad el contrato Nº 188/99 cuyo objeto es: Construcción de la Av. Boyacá, sector comprendido entre la Av. Suba y la Av. Iberia. (…) Valor total obra ejecutada: $ 11.743.168.055, Valor total ajustes causados $ 2.100.291.175, Valor total ejecutado más ajustes: $13.843.459.230. Integrantes del Consorcio y Porcentaje de Participación: German G Monroy U Nit. 17.142.456 (25%)”. 

3. Análisis del caso concreto.
3.1. En cuanto a la legitimación en la causa por activa.

La Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, adoptó la tesis según la cual, si bien tanto la figura de los Consorcios como las Uniones Temporales no constituyen personas jurídicas distintas a las personas naturales o jurídicas que las conforman, lo cierto es que en atención al reconocimiento que el Estatuto de la Contratación Estatal les otorga respecto de su capacidad contractual, situación que las habilita para ser titulares de derechos y obligaciones que emanan de los contratos estatales cuya celebración se les autoriza, también pueden actuar en los procesos judiciales a través de representante.
  

Sin embargo, de conformidad a la citada providencia, se precisa que la capacidad procesal que se predica respecto de los Consorcios y las Uniones Temporales, no se opone a la posibilidad de que sus integrantes, individualmente, puedan comparecer al proceso judicial en condición de demandantes o demandados.
 

La Sala observa que los demandantes son la Sociedad Álvaro Mazorra Gómez y CIA Ltda., representada por su Gerente Álvaro Mazorra Gómez y el señor Rómulo Tobo Uscátegui, partes que conformaron e integraron el Consorcio Obras de Ingeniería, y que por tanto, se encuentran legitimadas para demandar.

Por otro lado, en cuanto a la falta de integración del litisconsorcio necesario por pasiva, la Sala comparte la posición adoptada por el a-quo, en el sentido que no está llamada a prosperar, ya que el contrato Nº 547 de 31 de diciembre de 2001, terminó el 14 de octubre de 2002, es decir, que al momento de presentación de la demanda, la ejecución del mismo ya había terminado y por consiguiente las resultas de esta litis no afectan en nada los intereses del consorcio adjudicatario de la licitación pública Nº LP-DTMV-017-2001, por lo que no es necesario vincularlo.

3.2. La demanda fue presentada dentro del término de caducidad de la acción contractual, dado que aunque se demanda la nulidad de la Resolución de Adjudicación Nº 4055 de 28 de diciembre de 2001, lo cierto es, que el IDU suscribió el contrato Nº 547 el 31 de diciembre del mismo año; por lo anterior, el término de caducidad de la acción se amplió dos años contados a partir del día siguiente a la fecha del perfeccionamiento del contrato, esto es, desde el primero de enero de 2002,
 y la demanda fue presentada el 18 de diciembre de 2003
, luego la misma fue presentada en tiempo. 
3.3. Como consideración previa, debe la Sala precisar que al haber sido recurrida la sentencia por ambas partes, conforme al artículo 357 del C.P.C.,
 el a quem resolverá sin limitación alguna de conformidad con la jurisprudencia de la Sala plena de la Sección Tercera.

3.4 Análisis de los cargos.

3.4.1. La Sala debe resolver 3 problemas jurídicos; el primero, en cuanto a si el contratista (consorcio Ingenieros y Arquitectos) satisfacía plenamente la exigencia requerida en el numeral 2.2.8 del pliego de condiciones en lo referente a la experiencia específica en construcción de obras similares a las que se buscaba contratar. Lo anterior, toda vez, que el proponente en segundo orden de calificación, consideró que la experiencia del contratista había sido sobrevalorada, ya que el Contrato Nº 188 de 1999 sobre el cual se acreditó dicha experiencia, contenía obras por fuera de las requeridas en el pliego de condiciones, esto es, la construcción de ciclo-rutas y otras zonas, cuando lo exigido era la construcción de “Carreteras, Vías Urbanas y/o Pistas de Aeropuerto”.  También consideró que los valores facturados en el anexo 3 no son ciertos sin coincidir con lo realmente ejecutado. Por lo anterior sostiene que el puntaje otorgado no alcanzaba los 600 puntos sino los 300, dado que no debía tenerse en cuenta el presupuesto ejecutado sobre dichas obras. 

3.4.2. El segundo problema jurídico consiste en dilucidar si todos los miembros del consorcio debieron presentar la experiencia específica, pues se alega que en el caso del Consorcio Ingenieros Arquitectos, no todos sus miembros presentaron la experiencia específica acreditada según el numeral 2.2.8 del segundo y tercer párrafo.  

3.4.3. La tercera y última problemática planteada, consiste en si la oferta debió haber sido rechazada por cuanto ninguno de los estados financieros de estos cuatro integrantes fueron aportados y suscritos por contador cuando es obligación hacerlo.  

3.4.4. Atendiendo el orden planteado, la Sala estudiará si el Consorcio Ingenieros y Arquitectos cumplía a cabalidad con el requisito de la experiencia específica exigida en el pliego de condiciones para el desarrollo de la obra objeto de adjudicación. 

En cuanto a la experiencia específica, en un apartado del numeral 2.2.8., del pliego de condiciones, señala que se considera como experiencia específica: “(…)  Aquellos contratos cuyo objeto sea o haya consistido en la Construcción, Mantenimiento, Rehabilitación y/o Concesión de Carreteras, Vías urbanas y/o Pistas de Aeropuerto. Para el caso de contratos ejecutados por el proponente como parte de un Consorcio o de una Unión Temporal, el integrante informará únicamente el valor correspondiente al porcentaje de su participación. Cada uno de los miembros del consorcio o Unión Temporal deberá diligenciar este Anexo separadamente. Su Omisión no es subsanable y genera el rechazo de la propuesta (...)”. (Subraya la Sala). 

En éste mismo sentido, en el numeral 3.6.2 que versa sobre el puntaje de la experiencia específica del proponente en contratos similares, establece: “(…) En caso de Consorcios o Uniones Temporales, se tendrá en cuenta la experiencia sumada de sus integrantes. Su omisión no es subsanable y genera el rechazo de la propuesta. (…) En caso que el proponente no llene toda la información solicitada en el Anexo Nº 3, el respectivo contrato no será tenido en cuenta. En todo caso el máximo puntaje que se podrá obtener por experiencia en contratos similares será de 600 puntos”.  (Subraya la Sala). 

La parte actora, alega que aunque las vías urbanas son destinadas al tráfico vehicular, las ciclo-rutas son diferentes a las vías urbanas al considerar que éstas se componen de manera diferente en lo que tiene que ver con los materiales, diseños y forma de construcción. No obstante, la Sala encuentra, que aunque si bien es cierto, éstas obedecen a una técnica distinta para su construcción, no por ello dejan de ser parte integral de lo que se entiende por vía urbana tal y como se entrará a precisar.  

La Sala comparte los motivos planteados tanto por el Ministerio Público, y en especial, en el salvamento de voto proferido por el Magistrado Ramiro Pazos Guerrero en el fallo de primera instancia, dado que, el Decreto 619 de 2000, por medio del cual se adoptó el Plan de Ordenamiento Territorial de Santafé de Bogotá, norma aplicable para la época de los hechos, estableció en su artículo 175
, que el sistema vial de Bogotá D.C., cuenta con ciclo-rutas como parte del sistema de transporte de la ciudad.

La Sala precisa que en normas generales relacionadas al sistema vial establecidas en el Decreto 619 de 2000, se observa que  las calzadas deben tener en cuenta otras factores en el momento de su construcción, así en el artículo 163 numeral segundo establece una protección especial a dichas áreas: 

“(…) 2. “Por calzada de servicio paralela, con un ancho mínimo de cinco metros, dotada con carriles de aceleración y desaceleración sobre la vía pública. El área necesaria para estos carriles de aceleración y desaceleración, en ningún caso, podrá ir en detrimento de los espacios previstos para andenes, ciclorutas, calzadas vehiculares, separadores o zonas de protección ambiental”. (Subraya la Sala)

En efecto, el Decreto 1344 de 1970 derogado por la Ley 769 de 2002, estableció en el artículo 2, con relación al concepto de andén o acera: “parte de la vía destinada exclusivamente al tránsito de peatones” en concepto similar fue definida posteriormente por la Ley 769 de 2002: “Franja longitudinal de la vía urbana, destinada exclusivamente a la circulación de peatones, ubicada a los costados de ésta”.
En este mismo sentido, como parte integral de la vía el Decreto 1344 de 1970, definió como berma: “Parte exterior del camino destinada al soporte lateral de la base y capas superficiales de la calzada, y eventualmente, a estacionamiento de vehículos o a tránsito de emergencia”. En este sentido define la Calzada como: “Zona de la vía destinada a la circulación ordinaria de vehículos”. (Subraya la Sala) El Cruce de peatones, lo define: “zona de la vía, delimitada por signos especiales, con destino al paso de peatones”. (Subraya la Sala). Por otro lado, define Separador como: “Faja que independiza dos calzadas de una carretera.” 
Con lo anterior, se puede apreciar que el sentido de una vía no se circunscribe a lo que pretende hacer ver el demandante, esto es, a una mera calzada, dado que de la norma transcrita, se puede apreciar que una vía se compone por varias zonas que involucran tanto a los vehículos como los peatones o determinadas zonas especiales. 

En este sentido, la Ley 769 de 2002 define la vía así: “Zona de uso público o privado, abierta al público, destinada al tránsito de vehículos, personas y animales”. Inclusive, la nueva normatividad hace una distinción entre ciclo-vías y ciclo-rutas, en cuanto a la primera, se define como: “Vía o sección de calzada destinada ocasionalmente para el tránsito de bicicletas, triciclos y peatones”, y en cuanto a la segunda, señala: “Vía o sección de la calzada destinada al tránsito de bicicletas en forma exclusiva”.
Por lo anterior, las ciclo-rutas, hacen parte de una sección de la calzada, y de manera más genérica, hacen parte en todo caso de una vía urbana, por la cual transitan vehículos por el esfuerzo de su conductor accionando por medio de pedales. 

Por consiguiente, dentro del pliego de condiciones se tenía que acreditar la construcción de vías urbanas, y no simplemente y de manera restrictiva, meras calzadas; por ende, el Contrato 188 de 1999 no debió ser fraccionado como lo consideró el Tribunal de Instancia, sino todo lo contrario, valorarlo en su totalidad, tal y como lo hizo la Administración sobre el porcentaje efectivo de la participación del miembro del consorcio. 

Ahora bien, en cuanto a los documentos presentados como presupuestos ejecutados de las obras del Contrato 188 de 1999, señaló la parte actora, que éstos no corresponden a lo que realmente fue ejecutado; sin embargo, la Sala observa que durante el trámite del presente proceso dichos documentos no fueron tachados de falsos oportunamente y sin que obre incidente que determine la falta de autenticidad y veracidad de los mismos de conformidad con el artículo 289 del C.P.C. Se tiene entonces, que éstos soportaron la puntuación otorgada por parte del IDU al contratista, por lo que la Sala no entrará a cuestionarlos.

Por consiguiente, de conformidad con la certificación expedida por el Director Técnico de Construcciones del Instituto de Desarrollo Urbano, se lee que: “el CONSORCIO IBERIA (…) cuyo Representante Legal, Ingeniero Civil, German Gustavo Monroy Useque (…)  ejecutó para esta entidad el contrato Nº. 188/99  cuyo objeto es: Construcción de la Av. Boyacá, sector comprendido entre la Av. Suba y la Av. Iberia. (…) Valor total obra ejecutada: $ 11.743.168.055, Valor total ajustes causados $ 2.100.291.175, Valor total ejecutado más ajustes: $13.843.459.230. Integrantes del Consorcio y Porcentaje de Participación: German G Monroy  U Nit. 17.142.456 (25%)”. 

Visto el Anexo Nº 3 de la propuesta presentada por el Consorcio de Ingenieros Arquitectos, el valor facturado por la ejecución del contrato Nº 188 de 1999 por parte del Consorcio Iberia, del cual hizo parte el señor Germán Gustavo Monroy Useche, con el 25% de participación fue de $ 3.490.865.000, cuyo valor corresponde a la realidad. Valor facturado correspondiente a la experiencia exigida en SMLMV: 14.021.81., sin que deba de manera alguna hacerle deducciones por concepto de los presupuestos ejecutados en ciclo-rutas. Por consiguiente, los 600 puntos estuvieron debidamente otorgados de conformidad con el presupuesto ejecutado de obra.

Vale hacer la precisión, que el objeto principal del Contrato Nº 188 de 1999, era el de la construcción de la Avenida Iberia –Sector: Avenida Boyacá, de lo que se infiere que este contrato tiene como finalidad la construcción de una vía de tráfico intensivo de vehículos, lo cual es consonante con el contrato de obra Nº 547 de 2001 celebrado con el Instituto de Desarrollo Urbano- IDU-.
Por otro lado, arguyó la parte actora, que no todos los miembros del Consorcio de Ingenieros Arquitectos, presentaron el Anexo 3 de manera separada, y que por tanto, la propuesta debió ser rechazada. 

La Sala, no comparte la interpretación aislada que le da la parte actora al numeral 2.2.8., pues si bien señaló, que cada uno de los miembros del consorcio debe diligenciar el Anexo 3 separadamente, debe sobreentenderse que esta exigencia es para cuando dentro del consorcio hayan varios miembros que cumplan con este requisito, esto es, que cada uno debe presentarla separadamente, y en caso de que uno de los miembros no cuente con experiencia, no hay lugar a que éste suministre información, ya que en todo caso, el consorcio se entiende como único proponente por lo que se tendrá en cuenta como bien lo establece el Pliego de Condiciones en el numeral 3.6.2., que: “En caso de Consorcios o Uniones Temporales, se tendrá en cuenta la experiencia sumada de sus integrantes”. 
Diferente situación, es en el caso de la certificación de contratos vigentes o adjudicados con cualquier entidad pública, establecido en el Pliego de Condiciones Numeral 2.2.9 y  en el Anexo 4,  que cada uno de los miembros del Consorcio debe diligenciar dicho anexo, pero en esta oportunidad sí precisa lo siguiente: “En el evento de no poseer contratos vigentes o adjudicados a la fecha de cierre de la presente LICITACIÓN deberá manifestarlo expresamente. La omisión no es subsanable y generará el rechazo de la propuesta”, y sin que se encuentre irregularidad frente a este punto. (Subraya la Sala). Por lo anterior, la Sala no encuentra irregularidad frente a este cargo.

Para el caso concreto, la experiencia relacionada fue aportada por Germán Gustavo Monroy Useche y Construcciones y proyectos Civiles Ltda. (Integrantes del Consorcio de Ingenieros Arquitectos), por lo que, únicamente de ellos era exigible el diligenciamiento del Anexo Nº 3, cuya sumatoria permitió la calificación de 600 puntos.   
En cuanto a si la oferta debió haber sido rechazada por cuanto ninguno de los estados financieros de estos cuatro integrantes fueron aportados y suscrito por contador, la Sala observa, que el IDU mediante el Pliego de Condiciones solicitó únicamente el diligenciamiento del Anexo Nº 6, con la información tomada de los Estados financieros a diciembre 31 de 2000 de cada uno de los integrantes del consorcio suscritos por el representante legal, el contador y el revisor fiscal cundo fuera requerido, se observa que el IDU al confrontar la información de los estados financieros con las declaraciones de renta de cada uno de los miembros y con el correspondiente firma del contador del informe de los Estados Financieros, el IDU consideró la veracidad de la información presentada en dicho anexo. (Fls 245-263 C.5).     

En síntesis, de los documentos que obran dentro del expediente, se puede claramente concluir que la decisión emanada por el Instituto de Desarrollo Urbano-IDU- mediante Resolución Nº 4055 de diciembre de 2001, por la cual adjudicó la licitación pública LP-DTMV-017-2001 al Consorcio de Ingenieros Arquitectos, se encuentra conforme a la legalidad y otorgada a las mejores condiciones ofrecidas por el proponente, ya que frente al empate del mayor puntaje obtenido en dos de sus proponentes, optó por ampliar la fórmula de desempate establecida en el numeral 3.8 de los Pliegos de Condiciones, razones suficientes para no acceder a las pretensiones de la demanda, ya que contrario a lo alegado por la parte actora, lo que resulta evidente es que el acto administrativo acusado se encuentra sujeto a la legalidad, en especial a los principios de selección objetiva consagrados en la Ley 80 de 1993. 

Finalmente, la Sala atiende el concepto del Ministerio Público, en el sentido de que dentro del expediente obra un dictamen pericial (folios 1 a 12 del cuaderno 6), pero éste no cumple los mínimos requisitos de claridad, completud y credibilidad que rigen este tipo de medios probatorios para que puedan ser valorados por el Juez.
 En efecto, adolece de soportes técnicos y falta de idoneidad por parte del profesional que lo elaboró pues este es un contador público sin formación en el área de ingeniería, lo que le resta seriedad y validez al dictamen.  
4. Condena en costas. 

No hay condena en costas a la parte actora, porque de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, sólo hay lugar a su imposición, cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en este caso no se vislumbra que aquella hubiese actuado de esa manera, no se hará condena alguna en ese sentido.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”  administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: Revocar los numerales segundo, tercero y cuarto de la sentencia apelada, esto es, la proferida por Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sub sección-B-, el 07 de febrero de 2007 y en su lugar se dispone:
“PRIMERO: Se declara no probada la excepción de falta de integración del litisconsorcio necesario por pasiva, invocada por el apoderado del Instituto de Desarrollo Urbano. 

SEGUNDO: Negar las pretensiones de la demanda.” 

SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente  al Tribunal de origen.
CUARTO: Sin condena en costas.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
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